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PORTADA

La disrupción tecnológica se produce cuando la tec-
nología tiene la capacidad de cambiar de forma 
esencial las reglas de juego en los mercados o en 
algún sector dentro de la sociedad. Explicado de 

forma simple, fue lo que ocurrió cuando el hombre descubrió 
que para labrar y sembrar la tierra ya no necesitaría a un cen-
tenar de personas, sino que con un solo individuo manejando 
una gran máquina a vapor podía hacerlo no solo mejor, sino 
más rápido. Esto transformó totalmente la producción, pero 
también impactó los mercados, el consumo e incluso el sec-
tor laboral agrícola. A esto se le conoció en la historia como 
la primera gran Revolución Industrial en la segunda mitad del 
siglo XVIII. 

Pero si bien la Revolución Industrial fue un gran paso 
para el desarrollo de la humanidad, en todos los sentidos, 
pronto ocurrió un tercer evento –o, como lo denominó 
Alvin Toffler, la tercera ola1– que instaló un cambio perma-
nente en nuestras formas de hacer las cosas. Esa tercera ola 
fue el uso de las tecnologías de la información y la comuni-

1  TOFFLER, Alvin. La tercera ola, 3.ª ed. Madrid: Editora Plaza & Janés, 1991. ISBN 84-014-5930-3.
2  SAMUELSON, Paul. Economía. Madrid: McGraw-Hill Interamericana, 2006. ISBN 60-715-0333-7.

cación (en lo adelante, TIC). Drones que entregan los pedi-
dos a domicilio, casas y vehículos “inteligentes”, asistente 
virtual controlado por voz, compras de mercancías a cien-
tos de millas de distancia sin necesidad de desplazarnos, via-
jes turísticos en órbita especial, inteligencia artificial (chat 
GPT), smart contracts, servicios streaming, moneda digital, en 
fin, una interminable lista que obligó a todos los expertos del mun-
do conocido a redefinir el concepto tradicional de economía. Y, por 
supuesto, frente a estos nuevos retos, el Estado, una vez más, tie-
ne que tomar el control de la regulación de esta distinta manera de 
relacionarnos como sociedad. 

Hace poco más de quince años, la economía era definida 
por Samuelson y Nordhaus2 como el estudio de la manera en 
que las sociedades gestionan los recursos escasos para produ-
cir mercancías valiosas y distribuirlas entre los diferentes indivi-
duos. No obstante, en la sociedad actual, la manera de “gestio-
nar los recursos” por parte de los miembros del conglomerado 
social está anclada en más de un 85 % al uso de las TIC, hasta el 
punto de que hoy se habla de una economía digital. En la década 
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de los noventa, especialmente por los acontecimientos regis-
trados en el balance económico de la economía norteamerica-
na, se bautizó el uso de las TIC como la nueva economía, aso-
ciada por tanto a la revolución digital. Sin embargo, esa bur-
buja de prosperidad y crecimiento económico de entonces no 
tardó en explotar, y con ello el desuso de la expresión que, 
por cierto, nunca estuvo bien fundamentada en datos técnicos 
medibles a nivel financiero. 

Don Tapscott3 acuñó por primera vez el término, y para 
este ejecutivo de negocios canadiense la economía digital 
es un fenómeno revolucionario y abarcador impulsado por 
la convergencia de las comunicaciones, la informática y 
contenidos que, además, crean productos multimedia 
interactivos y una autopista de información. Hoy en día, 
muchas empresas han tenido que cambiar su modelo de 
negocios e incluso presentan el reto para los gobiernos de 
tener que regular el trabajo a distancia, o teletrabajo, y, más 
especialmente, la tributación de negocios y empresas que 
ofrecen sus servicios de forma digital. Tal es el caso de algunas 

3  TAPSCOTT, Don. The digital economy: promise and peril in the age of networked intelligence. New York: editora McGraw-Hill, 1997. ISBN 00-706-3342-8.
4  JIMÉNEZ VARGAS, Pedro. “Los cambios y desafíos que plantea la fiscalidad de la economía digital en el contexto internacional”. Cuadernos de Derecho Transnacional. Barcelona, núm. 2 

(2021), vol. 13, pp. 292-293.

como Amazon, Airbnd, Ebay, Uber, Netflix, Spotify, entre otras. 
El uso de redes sociales, a su vez, ha impactado esta “nueva 
economía” debido a que cada vez más personas emprenden 
nuevas maneras de generar recursos como “influencer”, 
“youtuber” o “instagramer” que, en esencia, son creadores de 
contenido digital en la industria del entretenimiento por un 
pago o una monetización. 

La economía digital ha absorbido los aspectos más rele-
vantes de la economía tradicional clásica; a su vez, este nuevo 
modelo de economía se ha consolidado gracias a la evolución 
de las nuevas tecnologías, que han permitido realizar activida-
des o negocios en línea en una proporción incluso mayor que 
con la presencia física en un determinado territorio4. Estos 
nuevos instrumentos de la innovación en materia económica y 
financiera demandan también nuevas regulaciones que vayan 
acorde con este mundo disruptivo y ayuden a mitigar los rie-
gos o consecuencias jurídicas que se derivan de la ausencia 
normativa tanto para el sector financiero como para los con-
sumidores. 
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UNA LEY FINTECH PARA LA REPÚBLICA DOMINICANA 
A raíz de las actividades de conmemoración del cincuenta ani-
versario de su fundación, el Banco BHD inauguró el pasado 
año 2022 un moderno centro de operaciones con el que se 
buscaba completar el campus financiero de esa entidad. En 
el acto inaugural, el presidente de esa entidad bancaria, Luis 
Eugenio Molina Achécar, anunció la creación de una empre-
sa fintech que, según él, posee la primera licencia de entidad 
de pago electrónico aprobada por la Junta Monetaria. En esa 
misma dirección, en marzo de este año 2023, el Grupo Popu-
lar presentó al país el primer neobanco 100 % digital. A juicio 
del gerente general del banco digital Qik, Arturo Grullón, la 
intención del portafolio que ofrece esta nueva entidad es per-
mitir que las personas puedan manejar sus finanzas de forma 
más ágil y ofrecerles servicios financieros de forma totalmen-
te digital.  

Los señalados acontecimientos son solo la concreción de 
hacia dónde se dirige la República Dominicana en materia de 
finanzas con el empleo de las TIC. De hecho, la financial tech-
nology o tecnología financiera –mejor conocida como fintech 
por la unión de las primeras sílabas de estas dos palabras en 
inglés– es entendida como la aplicación de programas infor-
máticos y otras tecnologías a los servicios bancarios y finan-
cieros, y, como era de esperarse, ha generado la necesidad de 
ajustar el régimen regulatorio vigente, pues la ausencia de un 
marco regulatorio específico puede significar el surgimien-
to de nuevos riesgos y afectar la protección de los inversionis-
tas, la confianza y reputación del mercado, e, incluso, la esta-
bilidad financiera5.

De acuerdo con una clasificación presentada anualmente 
por Findexable6 –The Global fintech Index Cities Ranking–, 
México, Brasil y Colombia representan las tres naciones líde-
res de la región con mayor número de fintech consolidadas, en 
fase de maduración o listas para escalar sus operaciones. En 
septiembre de 2018 México se convirtió en una de las primeras 
naciones de Latinoamérica en crear una regulación específica 
sobre fintech.  Según esta Ley para Regular las Instituciones de 
Tecnología Financiera, con ella se busca regular los servicios 
financieros que prestan las instituciones de tecnología finan-
ciera, así  como su organización, operación y funcionamiento 
y los servicios financieros sujetos a alguna normatividad espe-
cial que sean ofrecidos o realizados por medios innovadores. 

La referida ley regula en su artículo 30 las operaciones con 
activos virtuales, es decir, la representación de valor registrada 
electrónicamente y utilizada entre el público como medio de 

5  BIBLIOTECA DEL CONGRESO DE CHILE. “Regulación de fintech en Chile y el derecho comparado”. Revista de Asesoría Técnica Parlamentaria. Santiago de Chile, núm. 26 (2020), pp. 42-49.
6  Findexable constituye el principal ranking en tiempo real de todas las ciudades del mundo donde hay un grupo o comunidad de empresas fintech. En su informe “The Global Fintech Index 

2020” cubre más de 230 ciudades en 65 países del mundo. 
7  Finanzas descentralizadas, usualmente conocidas por el acortamiento DeFi, es un concepto que se emplea en los servicios financieros  que utilizan la blockchain y que no requiere que en-

tidades de gobierno aprueben o validen las transacciones. 
8  NFT, o tokens no fungibles, básicamente emplea la misma tecnología blockchain que criptoactivos como bitcóin, pero con la diferencia de que no se pueden dividir ni intercambiar entre sí, 

aunque sí permite su compra y venta. 
9  Decrypt. Chile [en línea] [fecha de consulta: 02 de junio de 2023]. Disponible en https://decrypt.co/es/120362/importancia-ley-fintech-criptomonedas-chile.

pago para todo tipo de actos jurídicos y cuya transferencia úni-
camente puede llevarse a cabo a través de medios electrónicos. 
A pesar de ser una legislación innovadora, la normativa mexi-
cana sobre fintech no se refiere de forma particular a las crip-
tomonedas como activos virtuales, lo cual ha generado preo-
cupación en muchos sectores económicos y financieros de ese 
país, especialmente tras la caída de plataformas como FTX, la 
cuarta plataforma exchange de criptomonedas más grande del 
mundo. 

Más recientemente, el 4 de enero de 2023 se promulgó en 
Chile la Ley núm. 21.521, la cual promueve la competencia e 
inclusión financiera a través de la innovación y tecnología en la 
prestación de servicios financieros. Algunos de los puntos más 
importantes de esta innovadora legislación es que busca una 
simetría regulatoria entre las instituciones financieras tradi-
cionales y las fintech, con lo cual se reducen barreras de entra-
da a estas últimas. Esto permitiría aclarar la situación jurídica 
en torno a las exchanges de criptomonedas y su forma de ope-
rar en ese país. A pesar de que la ley en cuestión no regula de 
forma directa el bitcóin y otras criptomonedas, sí reconoce su 
uso como medios de pago aunque sin darles carácter de mone-
da de curso legal. Esto crea una sólida base legal inicial para 
el desarrollo de negocios relacionados con las criptomonedas, 
por ejemplo plataformas de intercambio, servicios de custodia, 
DeFi7, negocios de NFT8, etcétera. 

Las fintech representan un desafío para la regulación tra-
dicional, ya que esta industria se mueve rápidamente y utili-
za tecnologías que son difíciles d e entender para las autorida-
des reguladoras. Sin embargo, es importante tener una regu-
lación específica orientada al sector fintech para proteger a los 
consumidores y garantizar la estabilidad financiera del país9. 
Actualmente la República Dominicana no cuenta con ninguna 
regulación en específico, a pesar de que, como ya vimos, tene-
mos una presencia importante de empresas y productos que se 
manejan con fluidez en nuestro mercado financiero. 

IMPACTO DE LAS CRIPTOMONEDAS EN LAS FINTECH 
DE LA REPÚBLICA DOMINICANA 
Las transacciones que se llevan a cabo por medio de platafor-
mas digitales en el marco del comercio o negocio electrónico 
poseen un denominador común al momento de realizar los 
pagos correspondientes a los bienes o servicios adquiridos por 
el consumidor: el pago se hace de forma electrónica. Muchas 
empresas ofrecen ya la forma de pago digital, tales como Visa-
net, Webmoney, PayPal, etcétera. Sin embargo, prácticamente 
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todos estos sistemas tienen la particularidad de que son tran-
sacciones en monedas ya existentes (euros, dólares u otros) y 
permiten identificar perfectamente tanto al que hace la tran-
sacción como a aquel que la recibe. El anonimato es mínimo, 
lo que permite a las autoridades fiscalizar cada manejo econó-
mico que se realice con ellas. 

Las criptomonedas, sin embargo, son la otra cara de la 
moneda, ya que una de sus principales características es preci-
samente el anonimato. Se trata de monedas que utilizan tec-
nología de encriptación y que poseen un carácter descentrali-
zado que permite realizar transacciones cambiarias o pagos de 
forma virtual conservando el anonimato tanto de la operación 
como de los usuarios involucrados. El Banco Central Europeo 
(BCE) define las criptomonedas o monedas virtuales como un 
tipo de dinero digital no regulado, que es emitido y general-
mente controlado por sus desarrolladores, y utilizado y acepta-
do entre los miembros de una comunidad virtual específica10. 

La mayoría de las naciones del mundo han tenido que lle-
var a cabo modificaciones importantes no solo en su estructura 
tecnológica, sino también en su legislación para poder poner-
se a la par de los nuevos retos que representa la economía digi-
tal. En materia tributaria y financiera, sin embargo, en muchos 
países, como es el caso de la República Dominicana, la regula-
ción existente está acorde con las tradicionales transacciones 
escritas y con soporte en papel, en las que naturalmente no 

10  Banco Central Europeo (BCE), “Virtual currency schemes”, Francfort del Meno, octubre de 2012 Disponible en https: //www.ecb.europa.eu/pub/pdf/other/virtualcurrencyschemes201210en.
pdf (consultado el 8 de febrero de 2023).

11  VADELL, Gabriel. “Fiscalidad de las criptomonedas y de la economía digital” [en línea]. Enero-abril 2020, 19 (6), pp. 61- 67 [fecha de consulta 14  junio de 2023]. ISSN 978-987-741-132-4. 
Disponible en https://edicon.consejo.org.ar/wpcontent/uploads/2020/11/.

cabe hablar de sistema de cadena de bloques que emplean la 
mayoría de las criptomonedas. Es por esto que los gobiernos 
deben buscar alternativas para actualizar sus sistemas de tribu-
tación y mercado financiero en el ámbito jurídico, así como en 
plataformas que sean capaces de competir en un mundo total-
mente digitalizado. 

De continuar la tendencia actual, en un futuro cercano la 
disrupción que producen las tecnologías de bloques para las 
transacciones económicas en general empujará a las adminis-
traciones a asumir el desafío de acompañar el proceso de con-
solidación de las criptomonedas, mediante un marco regulato-
rio similar al efectivo tradicional, con miras a prevenir su utili-
zación indebida, pero que, a su vez, no obstaculice su funcio-
namiento ni la conviertan en marginal. Los Estados y las admi-
nistraciones financieras y tributarias deberían aprovechar los 
beneficios que los criptoactivos puedan aportar a la economía, 
acompañando el proceso de digitalización de una regulación 
que aporte seguridad a los usuarios y al bien jurídico en gene-
ral, sin que ello implique desnaturalizar su esencia y condenar-
la a su marginalidad o desaparición11.

Si bien las criptomonedas y su tecnología blockchain represen-
tan importantes desafíos, no debe verse solo como un obstáculo para 
que las administraciones tributarias y el sistema financiero de los paí-
ses del mundo lleven a cabo su labor de forma óptima, sino todo lo con-
trario. Utilizados de la manera correcta, pueden ser un excelente alia-
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do en la lucha contra el fraude fiscal y la evasión impositiva. De hecho, 
el empleo correcto de esta tecnología puede representar una alternativa 
más segura a los ya tradicionales y lentos procesos del sistema finan-
ciero. Además de constituir una herramienta más ágil, también puede 
ofrecer mayor seguridad ante el ciberdelito y la delincuencia electrónica 
que cada vez más va en aumento y cuyo principal objetivo son las ope-
raciones que se desarrollan en la banca. 

Afianzar el uso de la tecnología blockchain dejaría importan-
tes beneficios para la consolidación tecnológica del sistema financiero 
de los gobiernos. La capacidad de reducir tiempo y costes en los trámi-
tes financieros, además de la seguridad criptográfica que brinda la tec-
nología a los usuarios impidiendo o minimizando los ataques ciberné-
ticos, son solo algunos de los beneficios de explotar estas herramientas. 
Además, en los sistemas financieros se podría contar con la posibilidad 
de bloquear transacciones ilícitas y repudiar documentación de carác-
ter comercial irreales, sin contar las ventajas de poder auditar de for-
ma remota las transacciones comerciales grabadas con un alto nivel de 
confiabilidad en los resultados. 

CONCLUSIONES 
Las medidas de política financiera y monetaria deben también 
alcanzar a las criptomonedas, que, como ya se ha indicado, 
impactan sensiblemente los mercados y operaciones de comer-
cio electrónico en nuestro país. El Banco Central de la Repú-
blica Dominicana, mediante aviso de fecha 30 de septiembre 
de 2021, ha manifestado públicamente que “… los activos vir-
tuales, como es el caso de bitcoin, litecoin, ethereum, ni ningún 
otro, no son una moneda de curso legal y por consiguiente no gozan 
del respaldo del Estado… toda persona que adquiera este tipo de activo 
virtual, sea a modo de inversión o con el interés de usarlo como medio 
de pago, así como cualquiera que los acepte como forma de pago en 
transacciones comerciales, lo hará a su solo riesgo…”12. Sin embar-
go, la salida a una realidad aplastante que tiene cada vez más 
presencia real en los nuevos modelos de negocios en el mar-
co de la economía digital no se puede rechazar o ignorar, pues 
da pie a que se sigan acrecentando los riesgos financieros para 
los usuarios. 

En el ámbito europeo ya se han tenido resultados en la 
lucha contra estas nuevas tipologías criminales que se ciernen 
sobre los usuarios de las TIC y de las criptomonedas. Concre-
tamente, casos como la operación Tulipán Blanco, en Espa-
ña, que alcanzó a detener a once personas de un grupo cri-
minal que había logrado blanquear más de ocho millones de 
euros mediante el uso combinado de sistemas de bancariza-
ción y movimientos de fondos tradicionales con el empleo 
de criptomonedas, así como el conocido caso del ucraniano 
Denis K., quien residía en España desde 2014, considerado un 
genio informático y cabeza de una organización criminal que 
pudo infiltrarse en los sistemas críticos de más de cuatrocien-

12  Banco Central de la República Dominicana, disponible en https://bancentral.gov.do/a/d/5196-comunicado-sobre-criptomonedas-y-monedas-y-activos-virtuales.
13  DELGADO PACHECO, Abelardo. “Las medidas antielusión en la fiscalidad internacional digital” [en línea], núm. 825 (septiembre-octubre 2005), pp. 97- 102 [fecha de consulta 14 de junio 

de 2023]. Disponible en https://revistasice.com/index.php/ICE/article/view/825/825.

tos bancos rusos y sustraer más de mil millones de dólares que 
posteriormente ocultaban mediante operaciones de inversión 
en criptomonedas, son ejemplos que deben dar la voz de alar-
ma a los gobiernos de que estamos en presencia de una nueva 
modalidad de ciberdelincuencia que no se puede ignorar, sino 
más bien regular de forma efectiva. 

Finalmente, aparte de la necesidad perentoria de regu-
lar estos nuevos instrumentos tecnológicos y las modalidades 
delictivas que se pueden generar en el marco de la economía 
digital, se debe señalar que en un mundo cada vez más cam-
biante e impactado por la tecnología lo más aconsejable para 
los países es la cooperación mutua. La lucha contra el fraude 
financiero ha de descansar principalmente en la cooperación 
y el intercambio de información entre las administraciones 
financieras. Por añadidura, esa cooperación puede significar 
también un medio de asistencia y protección de los derechos 
de los consumidores. En un mundo económico presidido por 
los intercambios comerciales transnacionales de todo tipo, las 
administraciones financieras no pueden actuar aisladamente, 
sino que han de reforzar sus instrumentos de cooperación13.
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